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El desarrollo del presente trabajo tiene como objetivo analizar el derecho que tiene todo 
ciudadano de poder acceder a una información pública de cualquier administración como 
garantía del Estado Constitucional de Derecho. Nuestra Carta Suprema y el Código 
Procesal Constitucional regulan mecanismos procesales para defender los derechos 
subjetivos de alcance constitucional, y en particular el acceso a toda información pública. 
Es así que se ha regulado el proceso constitucional de habeas data como aquel proceso de 
tutela de derechos fundamentales encaminado a proteger los derechos fundamentales 
reconocidos por los incisos 5) y 6) del artículo 2 de la Constitución.  
La presente controversia se inicia por la negativa de una Universidad Púbica de facilitar 
determinada documentación al demandante, bajo el argumento de que la solicitud 
efectuada no ha cumplido con las formalidades establecidas en el Texto Único de 
Procedimientos Administrativos de la referida universidad. 
Palabras claves: Derechos fundamentales, Derecho de acceso a la información pública, 









La Constitución Política de 1979 no sólo tuvo la virtud de reconocer un amplio catálogo 
de derechos constitucionales sino también de garantías, hoy conocidos como procesos 
constitucionales. La Constitución de 1993 también reconoce y otorga rango 
constitucional a los procesos constitucionales. Posteriormente en el año 2004 se publica 
el Código Procesal Constitucional que en forma orgánica desarrolla los diversos procesos 
constitucionales. En el presente caso, se va analizar un proceso de habeas data, que es un 
proceso de libertad o tutela de derechos fundamentales que cumple un papel importante 
en el Estado Constitucional de Derecho.  
Es sabido que en nuestro País ha existido una práctica muy extendida de la Administrativa 
Pública de no transparentar o denegar el acceso a la información pública, impidiendo a 
los ciudadanos a acceder a información valiosa para sus intereses, sin embargo, esta 
cultura del secreto no solamente viene afectando a la democracia sino los derechos 
subjetivos de los ciudadanos. 
Existen casos emblemáticos en donde determinadas entidades han denegado información 
pública sin ninguna razón aparente, conocido es el caso del Consejo Nacional de 
Magistratura, hoy Junta Nacional de Justicia, que denegó en su oportunidad información 
solicitada por determinados jueces sobre el proceso de evaluación y sus resultados. 
El presente trabajo se analiza una controversia constitucional en donde un alumno de una 
maestría solicita a la Universidad Pública que le proporcione información respecto al 
proceso seguido para tramitar su tesis. Este trabajo pretende aportar una visión crítica 
sobre el accionar de la Universidad que rechaza la solicitud de acceso a información. En 




El presente trabajo conta de tres capítulos; el primer capítulo mencionamos el marco 
teórico, en la segunda parte; se analiza el caso judicial, en el capítulo tres se analiza 
jurisprudencia relacionado con el caso y por último aportamos nuestras conclusiones y 





















1.1.Antecedente Legislativos. Fuentes normativas 
El antecedente más remoto del habeas data tal vez lo podemos encontrar en la iniciativa 
legislativa del Parlamento del Land de Hesse en la República Federal Alemana, el mismo 
que promulgó unos de los primeros cuerpos normativos sobre la protección de datos 
personales el 7 de octubre de 1970. Este dispositivo legal fue el punto de partida de lo 
que sería siendo el Datenshutz federal alemán promulgado el 27 de febrero de 1977.  
La norma citada tuvo como finalidad proteger y garantizar los datos relativos a una 
persona, así como el uso adecuado del almacenamiento, trasmisión, modificación o 
cancelación de los referidos datos. La novedad de esta norma es que se creó como órgano 
de protección, a un comisario de la federación para la protección de datos, quien se 
encargaba de proteger o garantizar el cumplimiento de la norma y recibir las quejas de 
los afectados.  
El primer país americano que se detuvo a analizar los efectos y problemas respecto a los 
avances de la tecnología fue Estados Unidos. Es así que en este país se desarrolló la 
Privacy Act de 1974, la cual otorgaba una especial protección al derecho de intimidad.  
En base a dicha norma se facultó a los diversos estamentos del gobierno federal a registrar 
datos de personas no jurídicas en registros que tenían relación con la actividad 
desarrollada por la entidad. De igual modo, surgió la obligación para estas entidades de 




Cabe precisar que el hábeas data como se le conoce hoy en día, fue introducido por 
primera vez en la Constitución de Brasil de 1988 y en la Constitución de Paraguay de 
1992. 
En el Perú el proceso de hábeas data fue regulado por primera vez en la Constitución de 
1993, anteriormente su objeto de protección estaba a cargo del proceso de amparo.  
1.2.Marco Legal 
Constitución Política del Perú  
Como hemos señalado el proceso de hábeas data fue introducido en la Constitución de 
1993, lo cual no quiere decir que la protección de derechos que otorga este proceso antes 
de la Constitución de 1993 se encontraba excluida de tutela constitucional, dado que el 
proceso de amparo tenía un objeto protección más amplio que abarcaba los derechos que 
ahora son amparados por el habeas data.   
El proceso constitucional de habeas data tiene rango constitucional, dado que la 
Constitución peruana de 1993, regula este proceso en el artículo 200° inciso 39, señalando 
básicamente dos derechos objetos de tutela:  el derecho de poder acceder a la información 
pública y al derecho a la autodeterminación informativa.  
Código Procesal Constitucional 
El Código Procesal Constitucional señala en su artículo 61 que los procesos 
constitucionales de hábeas data tiene como objetivo la defensa de los derechos 
constitucionales reconocidos por los incisos 5) y 6) del artículo 2 de la Constitución. Los 
derechos contenidos en este artículo hacen referencia al siguiente ámbito de protección: 
1) El acceso de información que se encuentra en poder o que es parte de la información 
que maneja la administración pública, incluyendo aquella información que la entidad 
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elabora hasta la información que se encuentre únicamente baso su custodia o posesión. 
La información que se solicita puede ser toda la información integra de un expediente o 
parte de aquel, el formato en que obra el documentos o archivo también es indiferente, 
por lo que podrá requerirse información consignada en un formato visual, digital, escrito 
etc. 
 2) El ciudadano tiene la posibilidad de conocer información que obra en una base de 
datos privada o pública que le concierne directamente, por lo que no estaríamos hablando 
necesariamente de una administración pública. Una vez que se toma conocimiento de 
dicha información, la persona también tiene la posibilidad de actualizar, añadir datos, 
suprimir y rectificar información que le conciernen. La forma de almacenaje de dicha 
información es indiferente, lo importante es que obre en una base datos que generalmente 
son gestionadas por entidades públicas o privadas que brindan ese servicio. La supresión 
de información impide que datos sensibles o íntimos se pongan a disposición de terceros, 
afectando de esta manera los derechos fundamentales. 
Texto Único Ordenado de la Ley 27806, Ley de transparencia y acceso a la 
información pública. 
El artículo 1° es el punto de partida del desarrollo de un mandato constitucional. Es así 
que señala que es obligación del Estado de fomentar la transparencia de todos sus actos, 
así como de reglamentar o reglar el derecho fundamental de acceso a la información 
conforme se encuentra estipulado en la Constitución. 
Por su parte, el artículo 3 señala que todas las actividades y disposiciones de las entidades 
públicas, con las excepciones previstas, están sometidas al principio de publicidad. 
Es importante identificar a los funcionarios responsables que les corresponde facilitar la 
información a partir de su ámbito de competencia. Esta ley estipula que es obligación de 
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estos funcionarios facilitar información idónea, adecuada y veraz, a partir de una 
adecuada infraestructura, con información sistematizada y publicitada correctamente. 
En este sentido, se fijan determinas directrices a tomar en cuenta por la Administración 
Púbica: 
1. El Estado debe poner a disposición de los ciudadanos toda la información que posea, 
dado que se presume pública, la restricción será de carácter excepcional y tasada, 
conforme lo establece el artículo 15° de la presente Ley. 
2. El Estado debe llevar a cabo políticas públicas que favorezcan y promuevan la 
transparencia de todas las actividades y actuaciones públicas. 
3. El Estado tiene el deber de transparentar sus acciones, en consecuencia, debe 









1.3 Análisis doctrinario de figuras jurídicas presentes en el expediente y afines 
nacional y/o extranjero 
 
Derecho de acceso a la información pública 
Al respecto, cabe señalar que el aparato público en el desarrollo de sus actividades y 
funciones genera abundante información sobre diferentes tópicos y aspectos 
relacionados con el mundo jurídico, político y económico, que tienen incidencia en 




 Los entes públicos en el ejercicio de su función administrativa realizan una gestión 
documental de diversa información, la misma que puede obrar en documentos, oficios 
e informes, etc. La información puede o no corresponder a un ciudadano, si sucede 
los primero, surge la obligación de la entidad de proporcionar esa información al 
solicitante, lo que a su vez permitirá el ejercicio de otros derechos, por ejemplo, el 
cuestionamiento de un sistema de evaluación. 
Habeas data 
LANDA señala que: “(...) El proceso de hábeas data es aquel proceso constitucional 
que tiene por finalidad tutelar dos derechos específicos: a) el derecho al acceso a la 
información pública y b) el derecho a la autodeterminación informativa”1 
En el caso materia de análisis se puede advertir que el derecho discutido básicamente 
está referido al acceso a la información pública, puesto que el demandante solicita 
información que se encuentra en los archivos o en poder de una Universidad Pública 
y que a pesar del requerimiento realizado no se le proporciona. 
Proceso Constitucionales 
Los procesos constitucionales como el caso que nos ocupa, tienen un doble objetivo, 
cautelar el principio de supremacía constitucional y proteger los derechos 
fundamentales de la persona. El proceso de inconstitucionalidad, el proceso 
competencial y la acción popular permite salvaguardar el referido principio. Por su 
parte, el hábeas data, el proceso de amparo, el proceso de cumplimiento y el habeas 
corpus, sirven para tutelar los derechos fundamentales de la persona. En el presente 
 
1 LANDA, Cesar, Derecho procesal constitucional. Fondo Editorial, Lima, 2018, p.139 
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caso el demandante ha iniciado un proceso de habeas data a fin de acceder a la 
información pública que le concierne. 
 
Recurso de Agravio Constitucional 
De acuerdo al artículo 200°.2 de la Constitución Política del Estado el Tribunal 
Constitucional puede conocer en última y definitiva instancia, las resoluciones 
denegatorias de los procesos constitucionales de libertad. Esto quiere decir que el 
Tribunal Constitucional solo será competente cuando existe una sentencia de segundo 
grado y cuando la resolución segunda instancia haya declarado improcedente e 
infundada la demanda. La particularidad este recurso es que el mismo está vinculado 
necesariamente a la protección del contenido constitucional de un derecho 
fundamental, en consecuencia, el Tribunal Constitucional se encuentra obligado a 
realizar no solamente un juicio de procedibilidad sino de mérito, puesto que si el caso 
sometido a su consideración no tiene relevancia constitucional deberá rechazar el 





2.1. Planteamiento del caso 
El hábeas data iniciado por el demandante constituye en un sistema democrático una 
valiosa herramienta para salvaguardar el derecho de acceso a la información pública. 
Si una información no es secreta, reservada o confidencial no existe razón válida para 
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denegar el acceso al demandante de una información esencialmente pública, a pesar 
de que se aleguen formalismos en el procedimiento. Esta facultad de acceso es 
materia de tutela por el proceso de habeas data, el mismo que tiene reconocimiento 
constitucional como proceso autónomo desde la Constitución de 1993 
 
Un requisito de procedencia para la viabilidad de este proceso lo constituye la 
renuencia de una entidad pública de otorgar la información solicitada, para acreditar 
ello será necesario realizar un requerimiento con un documento de fecha cierta. 
 
2.2. Síntesis del caso 
La controversia se centra en analizar si el argumento de defensa del demandado es 
admisible desde el punto de vista constitucional. En efecto, el Tribunal 
Constitucional analiza si un prurito formal puede estar por encima de una adecuada 





2.3. Análisis y opinión crítica del caso 
El demandante interpone demanda de hábeas data en contra de una Universidad 
Pública con la finalidad de que cumpla con expedir y entregar copia de un Informe 
sobre el procedimiento de tesis para optar el Grado Académico de Maestro, 




El Código Procesal Constitucional en su artículo 62 nos establece determinados 
filtros de procedencia para determinar si el habeas data puede ser admitido o no, 
habiendo establecido como requisito formal que el actor haya previamente reclamado 
al demandado mediante documento de fecha cierta, por lo que ya no es necesario 
presentar una carta notarial. Ahora bien, la norma procesal considera que el agravio 
o la afectación del derecho persiste cuando se deniega expresamente la solicitud o no 
se contesta oportunamente en los plazos establecidos en el Código Procesal 
Constitucional. Finalmente, cabe la posibilidad de prescindir de este requisito legal, 
de manera excepcional, cuando existe riesgo de que el daño se torne en irreparable, 
siempre que se logre acreditar fehacientemente dicho supuesto. 
 En el caso de autos, se comprueba que el demandante cumplió con lo establecido en 
el artículo 62º del Código Procesal Constitucional.   
 
El primer juzgado constitucional de Lima admite la demanda y le corre traslado a la 
Universidad a fin de que ejerza su irrestricto derecho de defensa, sin embargo, al no 
contestar la demanda dentro del plazo conferido se declara inadmisible la 
contestación. 
Si bien es cierto la contestación de la universidad fue rechazada en la medida que fue 
presentada fuera del plazo legal, no es menos cierto que del expediente judicial se 
desprende que el demandado señala que el actor no cumplió con presentar la solicitud 
de información de manera debida y conforme lo establece el procedimiento regulado 
en el Texto Único de Procedimientos Administrativo 2008, sobre acceso a la 




La universidad señala como argumento de defensa que la solicitud fue dirigida 
erróneamente al Decano quien no era el funcionario responsable, en lugar de remitirla 
al secretario general de la universidad. Además, señala que no adjuntó recibió de 
pago y no se inició el trámite en la mesa de partes. De igual modo, alega que el actor 
habría incurrido en una falta de agotamiento de la vía previa, ya que de acuerdo al 
Texto Único Ordenado (TUO) de la universidad, debió haber impugnado el oficio 
que rechazo su solicitud, siendo el decano quien resuelve en última instancia. 
 
Cabe precisar que la universidad desconoce que en el habeas data a diferencia del 
proceso de amparo no es necesario agotar la vía administrativa, únicamente será 
necesario en sede administrativa solicitar la información con un documento de fecha 
cierta, conforme lo dispone el artículo 62º del Código Procesal Constitucional. 
 
Con el argumento de ambas partes, el Juzgado hace un análisis de fondo 
considerando que efectivamente se ha vulnerado el derecho de acceso a la 
información pública, dado que no existen motivos ni excepciones que limitan el 
derecho del actor. En efecto, la información solicitada no califica como secreta, 
reservada o confidencial. Es así que mediante sentencia de fecha 30 de noviembre 
del 2011 el Juzgado declara fundada la demanda y ordena a la referida universidad 
que entregue al demandante, previo pago de los costos de reproducción, copia 
certificadas correspondientes a los documentos solicitados. 
 
La Universidad decide apelar la sentencia reproduciendo los argumentos 
desarrollados en la demanda. Es así que la Primera Sala Civil de Lima mediante 
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Sentencia de Vista de fecha 15 de Octubre del 2012, revoca la sentencia y 
reformándola la declara improcedente, siendo la ratio decidendi la siguiente: 
 
Para acceder a la información solicitada se debe presentar una solicitud al Secretario 
General de la Universidad incluyendo la identificación y precisando la dependencia 
a la cual se solicita la información, ello de conformidad con el el Texto Único 
Ordenado de procedimientos administrativos de la Universidad. Es así que a criterio 
de la Sala no se cumplió con la formalidad señalada, dado que la información 
solicitada debía efectuarse a la Secretaría General de la mencionada institución 
universitaria y no al Decano de la Facultad. En este sentido, a criterio de la Sala el 
requerimiento previo debió realizarse a un funcionario competente. 
 
Finalmente, la parte demandante al obtener un pronunciamiento desfavorable por 
parte de la Primera Sala Civil, presenta un Recurso de Agravio Constitucional a fin 
de que los actuados sean analizados en última instancia por el l Tribunal 
Constitucional. 
 
Es así que el Tribunal Constitucional declara fundada la demandada invocando los 
principios de impulso de oficio, informalidad y razonabilidad de la Ley N° 27444, 
así como los principios de celeridad y economía procesal inherentes al debido 
proceso administrativo, lo cuales exigen por parte de la Administración y de sus 
funcionarios una conducta proactiva cuando se trate de facilitar el acceso a la 
información pública. En este sentido, bajo estos principios se debería dejar de lado 
las formalidades excesivas e intrascendentes, debiendo los funcionarios públicos 
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3.1. Jurisprudencia nacional 
El Tribunal Constitucional ha señalado que el derecho que es objeto de protección del 
habeas data, esto es, el libre acceso a la información pública, es inherente al régimen 
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democrático. Este derecho, como los demás derechos fundamentales, es expresión 
clara del principio de dignidad de la persona humana establecido en la Constitución, 
pero también es parte primordial de las nuevas exigencias de una sociedad plural y 
democrática, dado que su pleno ejercicio permite tener una opinión publica formada 
que permite tomas decisiones libres y razonabas en el ámbito político, social y 
económico de nuestro país. La democracia no tiene razón de ser si la administración 
pública no trasparenta ni publicita sus informaciones y actuaciones.  
Es por ello que la publicidad de la función o actuación pública debe ser la regla general 
imperante en toda sociedad democrática; y, por el contrario, el secreto, la reserva y la 
confidencialidad, debe ser la excepción, siempre que cuente con justificación 
constitucional.  En este sentido, todas las expresiones claramente democráticas propias 
de todo Estado democrático de derecho, como la elección y control de gobernantes, 
requieren necesariamente para dicho cometido, del ejercicio pleno del derecho a estar 
bien informado sobre el desarrollo de la vida pública 
Esta Sentencia desarrolla el concepto y contenido de los derechos fundamentales de 
acceso a la información pública y de autodeterminación informativa. En el caso 
materia de análisis el derecho que ha sido vulnerado es el referido al acceso a la 
información pública, dado que existe la negativa de una Universidad Pública de 
proporcionar información. 
  
Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el Expediente N° 01797-2002-
HD/TC. Lima, 29 de enero de 2002 
El Tribunal Constitucional a través de la citada Sentencia, ha establecido una tipología 
de habeas corpus, con el fin de mejorar su compresión y uso procesal, en tal sentido 
ha propuesto la siguiente clasificación de habeas data, a saber:  
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• Hábeas Data Puro: Corregir toda aquella lesión o perturbación que se origina 
por la manipulación y uso de datos personales que obran en una base de datos. 
De este hábeas data se pueden derivar a su vez, los siguientes: 
➢ Hábeas Data de Cognición: Como su propio nombre lo indica, este hábeas 
data busca conocer de que manera la información almacenada es utilizada y 
para que fines. 
✓ Hábeas Data Informativo: Tiene como objetivo conocer el tipo de 
información que se guarda o almacena en la base de datos.  
✓ Hábeas Data Inquisitivo: Tiene como finalidad indagar u obtener 
información de la persona que facilita o proporciona el dato. 
✓ Hábeas Data Teleológico: Tiene como finalidad indagar los motivos o 
fines para los cuales se ha creado una base datos. 
✓ Hábeas Data de Ubicación: Tiene como objeto obtener información 
sobre la ubicación o localización del dato, de manera tal que el 
accionante sepa a donde acudir con la finalidad de ejercer su derecho. 
➢ Hábeas Data Manipulador: Se parte de la premisa de que el demandante ya 
tiene la información, en consecuencia, lo que busca es la modificación de esa 
información.  
✓ Hábeas Data Aditivo: Como su propio nombre lo indica, lo que se busca 
es añadir alguna información relevante en la base de datos, que permite 
actualizar la información, aclarar lo ya consignado o añadir 
información que ha sido omitida, perjudicando a la persona.  




✓ Hábeas Data Supresorio: Se busca suprimir información sensible que 
afecta la intimidad de la persona o de su familia o cualquier otro 
derecho fundamental. También se puede utilizar cuando la finalidad 
para la cual fue concebida la base de datos, se desnaturaliza. 
✓ Hábeas Data Confidencial: Este proceso tiene como finalidad impedir 
que las personas que no han sido autorizadas, puedan acceder a 
información que ha sido catalogada como reservada. En este tipo de 
procesos, se impide también que cierta información se proporcione por 
el paso del tiempo o cuando existe una sentencia firma lo que impida. 
✓ Hábeas Data Desvinculador: Se busca prohibir que terceros logren 
identificar a una persona o grupo de personas que sus datos son 
almacenados en función a la edad, raza, sexo, ubicación social, grado 
de instrucción, idioma, profesión.  
✓ Hábeas Data Cifrador:  Busca cifrar datos con la autorización del 
interesado o su vez, descifrarlos, por la persona que ha sido autorizada 
✓ Hábeas Data Cautelar: Tiene como objeto impedir que se manipule o 
publique un dato en torno al trámite de un proceso, a fin de tutelar y 
proteger el derecho que se está discutiendo.  
✓ Hábeas Data Garantista: Tiene como objetivo, independientemente del 
tipo de soporte utilizado por la base datos, garantizar seguridad y 
confidencialidad de la información allí contenida, así como la 
utilización de acuerdo a los fines la perseguidos.  
✓ Hábeas Data Interpretativo: Busca cuestionar las valoraciones de los 
datos que ha realizado la persona encargada de almacenarla. 
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✓ Hábeas Data Indemnizatorio: Se permite a través de esta modalidad, 
solicitar la tutela resarcitoria por el daño que causa la divulgación de la 
información.  
• Hábeas Data Impuro: Es el que permite reclamar al órgano jurisdiccional, el 
acceso a la información Pública que no es facilitada. 
➢ Hábeas Data de Acceso a Información Pública: El objeto de este proceso 
permite accionar contra la administración pública que se niega a proporcionar 
la información solicitada, considerando las excepciones previstas por ley 
Teniendo en cuenta que estamos frente a un concepto jurídico indeterminado, la 
Sentencia recaída en el Expediente N° 06164-2007-PHD/TC tiene la virtud de 
reconocer que existe una pluralidad de actos lesivos, en consecuencia establece una 
tipología de hábeas data para facilitar la defensa de los agraviados. Es así que el 
“hábeas data propio” deberá entenderse como aquel proceso de tutela de derechos 
fundamentales que tiene como objeto controlar los actos lesivos que van en contra del 
derecho a la autodeterminación informativa; por otro lado, se entiende por “hábeas 
data impropio” el que tiene como finalidad tutelar al ciudadano cuando el Estado se 
niega a proporcionar la información pública solicitada. 
Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el Expediente N° 06164-2007-
PHD/TC. Lima, 21 de diciembre de 2007 
 






a) El proceso de hábeas data fue incorporado en el ordenamiento jurídico a través de 
nuestra Carta Magna de 1993, lo cual hace que esta garantía tenga reconocimiento 
constitucional. Posteriormente, en el año 2004 fue materia desarrollo a través del 
Código Procesal Constitucional. Asimismo, existen interesantes sentencias en las 
que el Tribunal Constitucional Peruano ha definido sus alcances y contornos. 
b) El caso demuestra que existen algunos jueces que no actúan como verdaderos 
jueces constitucionales. En efecto, es necesario precisar que si bien es cierto el 
juez constitucional está vinculado a la ley, también y sobre todo deber estar 
vinculado a la Constitución. El presente caso demuestra que la Primera Sala Civil 
de Lima decidió que su actuación no debía ser lo suficientemente flexible y 
razonable como para garantizar la defensa de un derecho constitucional, por lo 
que antepuso el cumplimiento de un requisito o formalidad no esencial a la 






RECOMENDACIONES DEL CASO 
 
a) En el presente caso se evidencia que las entidades públicas no siempre tienen 
presente la doble dimensión de los derechos fundamentales. No solamente existe 
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un derecho subjetivo que el demandante puede hacer valer a través de los procesos 
constitucionales, sino que existe la obligación objetiva de las entidades públicas 
de promover y tener políticas de respeto de los derechos fundamentales. Es por 
ello que el presente caso sugiere la necesidad de que todas las entidades públicas 
en sus diferentes niveles de gobiernos establezcan protocolos claros de actuación 
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